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Civil Núm.: 
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Sobre:  
Mandamus 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Jueza Rivera Marchand. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de octubre de 2019. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor Guarionex 

Candelario Rivera (en adelante, Sr. Candelario o apelante) mediante el 

presente recurso de apelación. Nos solicita que revisemos una sentencia 

emitida el 27 de junio de 2019 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Ponce (TPI). En la misma, se declaró sin lugar la solicitud del apelante 

y se ordenó el archivo del caso.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el presente recurso por falta de jurisdicción.  

I 

 El 7 de mayo de 2019, el apelante presentó un recurso de 

mandamus ante el TPI en el cual expresó que, el 14 de abril de 2018, fue 

removido de la Sección A-1, Celda 0270, de la Institución Máxima 

Seguridad de Ponce, por órdenes del comandante Héctor Luciano Bobé. 

Adujo que fue trasladado a la Sección B-5, Celda 5023, de forma 

caprichosa y en represalia por haber hecho un escrito en el cual solicitó 

una investigación en contra del agente Walter Maldonado. Sostuvo que 
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esto puso en peligro su seguridad, pues es un ex agente de la policía y 

señala que sufrió un atentado por parte de otro confinado que le lanzó 

agua caliente para hacerle daño y fue víctima de robo. Solicitó que se le 

ordene al Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) que en 

futuras ocasiones no sea removido de la sección en la que se encuentra 

hasta tanto no sea clasificado a custodia mediana. 

 A tenor de lo anterior, el TPI celebró una vista de mandamus y, 

posterior a ello, el 27 de junio de 2019, emitió una sentencia en la cual 

dispuso, entre otras cosas, lo siguiente:1 

El demandante, solicitó que se le deje ubicado en el 
lugar donde se encuentra actualmente, porque el pasado 
año fue removido de la celda por su seguridad.  

La parte demandada informó que el demandante fue 
movido de celda en algún momento, pero ahora está en el 
área que solicitó, por lo tanto, solicitó el archivo del caso por 
académico. 

Este Tribunal declara No Ha Lugar la petición de la 
parte demandante y declara Con Lugar la solicitud de 
archivo de la parte demandada, por lo que ordena el archivo 
del presente caso. 

 
Inconforme, comparece ante nos el apelante mediante el presente 

recurso de apelación. Señala la comisión de los siguientes errores: 

Erró el TPI al señalar que el demandante solicitó que se le 
deje ubicado en el lugar donde se encuentra actualmente, 
porque el pasado año fue removido de la celda por su 
seguridad. 
 
Erró el TPI al declarar con lugar la solicitud de archivo de la 
parte demandada, cuando la misma le informó que el 
demandante fue movido de celda en algún momento, pero 
ahora está en el área que solicitó. 
 

 Por su parte, el 9 de octubre de 2019, compareció ante nos el DCR, 

por conducto de la Oficina del Procurador General (en adelante, 

Procurador o parte apelada), mediante escrito titulado “Escrito en 

cumplimiento de orden en solicitud de desestimación”.  

 

 

 

                                                 
1 Anejo I del apéndice del recurso. 
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II 

-A- 

El primer aspecto que se ha de examinar en toda situación jurídica 

ante la consideración de un foro adjudicativo es su naturaleza 

jurisdiccional. Cordero v. ARPe, 187 D.P.R. 445, 457 (2012). Es norma 

reiterada que los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, por lo que tenemos el deber ineludible de auscultar dicho 

asunto con preferencia a cualesquiera otro. Carattini v. Collazo Syst. 

Análisis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life 

Ins., Co., 155 D.P.R. 309, 332 (2001).         

Ello, debido a que la falta de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela cuando 

no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 D.P.R. 86 (2011); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb LIfe Ins. Co., supra, pág. 332. Cuando un 

tribunal dicta una sentencia sin tener jurisdicción sobre las partes o la 

materia, su decreto es uno jurídicamente inexistente o ultra vires. Cordero 

v. ARPe, supra; Maldonado v. Junta, 171 D.P.R.  46, 55 (2007); Empress 

Hotel, Inc. v. Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000).             

La jurisdicción no se presume. Un recurso prematuro, al igual que 

uno tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de 

falta de jurisdicción. Hernández v. Marxuach Const. Co., 142 D.P.R. 492, 

495 (1997); Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 D.P.R. 153, 154 (1999). Por 

ende, su presentación carece de eficacia y no surte ningún efecto jurídico, 

ya que no existe autoridad judicial para acogerlo. Pueblo v. Santana 

Rodríguez, 148 D.P.R. 400, 402 (1999). 

-B- 

El auto de mandamus es un recurso altamente privilegiado y 

discrecional que se expide para ordenar a cualquier persona natural, 

corporación o a un tribunal de inferior jerarquía que cumpla o ejecute un 
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acto que forma parte de sus deberes y atribuciones. Art. 649 del Código 

de Enjuiciamiento Civil, 32 L.P.R.A. sec. 3421.   

Este recurso sólo se utiliza para exigir el cumplimiento de un deber 

impuesto por la ley; es decir, de un deber calificado de “ministerial” y que, 

como tal, no admite discreción en su ejercicio, sino que es mandatorio e 

imperativo. AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., 178 D.P.R. 253, 263 (2010) 

El requisito fundamental para expedir el recurso de mandamus reside, 

pues, en la constancia de un deber claramente definido que debe ser 

ejecutado. Partido Popular v. Junta de Elecciones, 62 D.P.R. 745, 749 

(1944).   

Ahora bien, el auto de mandamus, como lo expresa la ley, es 

“altamente privilegiado”. Esto significa que su expedición no se invoca 

como cuestión de derecho, sino que descansa en la sana discreción del 

foro judicial. Ortiz v. Muñoz, Alcalde de Guayama, 19 D.P.R. 850 (1913). 

Dicha expedición “[n]o procede cuando hay un remedio ordinario dentro 

del curso de ley, porque el objeto del auto no es reemplazar remedios 

legales sino suplir la falta de ellos”. AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., 

supra, 266-267.   

La expedición de un auto de mandamus no debe ser producto de 

un ejercicio mecánico. Los tribunales deben realizar un balance entre los 

intereses en conflicto, sin obviar la utilidad social e individual de la 

decisión. Como dijimos en Díaz González v. Tribunal Superior, 102 D.P.R. 

195, 199 (1974), citando a Dávila v. Superintendente de Elecciones, 82 

D.P.R. 264, 283 (1960):   

En otras palabras, el remedio no se concede ex debito 
justitiae y tan pronto se reconoce el derecho del 
peticionario, sino únicamente cuando el tribunal esté 
convencido de que se cumplirán propósitos de utilidad social 
e individual. Para esos fines, es indispensable estimar qué 
efectos tendrá la orden en el adecuado cumplimiento de las 
responsabilidades del funcionario afectado por ella y hasta 
qué punto habrá de beneficiar al solicitante. Procede, en 
síntesis, establecer el más fino equilibrio posible entre los 
diversos intereses en conflicto.  

AMPR v. Srio. Educación, E.L.A., supra, 268.   
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III 

 En el presente recurso, el apelante sostiene que erró el TPI al 

concluir que su solicitud fue para ser ubicado en el lugar donde se 

encuentra actualmente y, en consecuencia, disponer que el caso era 

académico. Sostiene que su solicitud es a los efectos de que se le ordene 

al DCR que no remuevan al apelante de la sección en la que se encuentra 

como se hizo anteriormente, pues esto atenta contra su seguridad. 

 El argumento que presenta el apelante en su recurso es uno 

especulativo, pues nada en el expediente sugiere que el apelante se 

enfrenta a un riesgo real de ser removido del área en la que se encuentra. 

Si bien es cierto que este fue removido en una ocasión anterior, no 

podemos interferir con la prerrogativa del DCR en el manejo de las 

instituciones carcelarias ante la mera posibilidad de que el apelante sea 

transferido a alguna otra área de dicha institución. Incluso, no podemos 

descartar la posibilidad de que pueda darse alguna razón legítima que 

requiera el traslado del apelante por lo que no podemos emitir la orden 

solicitada sin estar frente a una controversia real que amerite la concesión 

de dicho remedio. Así las cosas, concluimos que el recurso presentado por 

el apelante es uno prematuro pues estamos ante una situación real de 

que el apelante este siendo trasladado, por tanto, a tenor del derecho 

reseñado, carecemos de jurisdicción para atenderlo en sus méritos. 

 Debemos señalar, además, que el apelante no cumplió con las 

normas que establece el Reglamento de este Tribunal para el 

perfeccionamiento de los recursos. El apelante no cumplió con el requisito 

de notificar la presentación del presente recurso a la parte apelada y al 

foro apelado, ni cumplió con el requisito de certificar el método de 

notificación. Reglas 13 (B), 14 y 15 del Reglamento de este Tribunal, 4 

L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 13 (B), R. 14 y R. 15. De igual forma, no cumplió 

con el requisito de hacer referencia a la fecha en que se archivó en autos 

copia de la notificación de la sentencia apelada, ni incluyó el formulario de 
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notificación del dictamen apelado, el cual es indispensable para que este 

foro pueda auscultar su jurisdicción. Regla 16 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 16. En consecuencia, tampoco 

tenemos jurisdicción para atender el presente recurso por los 

incumplimientos previamente señalados, puesto a que el recurso no fue 

perfeccionado conforme al Reglamento de este Tribunal. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el presente 

recurso por falta de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.    

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


